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RESUMEN 

 

En la presente investigación el objetivo general fue determinar si es aplicable la terminación 

anticipada de proceso en la etapa intermedia, también conocida como acusatoria, teniendo 

como base general que esta constituye una figura del derecho penal premial, el cual otorga 

beneficios tanto al imputado como a los demás sujetos procesales; el estudio fue de tipo 

básico, diseño cualitativo ya que se establecieron las relaciones teórico-doctrinarias del 

objeto de investigación; descriptiva debido a que se expuso con fidelidad las características 

más sobresalientes de la realidad materia de estudio. Teniendo en cuenta que la investigación 

tiene un enfoque cualitativo y no cuantitativo, según Resolución N.° 0089-2019-UCV, no 

contiene población ni muestra; además, se empleó como técnicas la observación y análisis 

documental e instrumentos la entrevista, fichaje, guía de análisis documental. Concluyendo 

que, al ser considerado un mecanismo alternativo de solución de conflictos, nos regala una 

descarga procesal rápida, debiendo tomarse en cuenta esta salida como alternativa a efectos 

de darle celeridad e impulso al proceso y así evitar demoras; de esta manera, la figura de la 

Terminación Anticipada de proceso tiene cómo basamento establecido la economía procesal, 

estableciéndose beneficios para todas las partes procesales y a partir de la aplicación en la 

etapa intermedia, produciría que los investigados se encuentren mejor informados respecto 

de los hechos imputados y plasmados en la acusación fiscal, verificando si se aplicaría dicho 

criterio de oportunidad, pues sería un beneficio premial el obtener una reducción en la pena 

a imponer, incluso el negociar la reparación civil, esto es un privilegio para el investigado, 

ya que lo puede obtener por intermedio de la terminación anticipada, pero que no suele 

aplicarse pues está regulada en la norma su aplicación durante la investigación preparatoria 

y solo hasta antes de la acusación fiscal. 

Palabras Claves: Terminación anticipada, derecho premial, carga procesal, economía 

procesal 
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ABSTRACT 

 

In the present investigation, the general objective was to determine if the early termination 

of the process in the intermediate stage, also known as accusatory, is applicable, taking as a 

general basis that this constitutes a figure of the award criminal law, which grants benefits 

to both the accused and the the other procedural subjects; The study was of a basic type, 

qualitative design since the theoretical-doctrinal relationships of the research object were 

established; descriptive because the most outstanding characteristics of the reality under 

study were faithfully exposed. Taking into account that the research has a qualitative and not 

quantitative approach, according to Resolution No. 0089-2019-UCV, it does not contain a 

population or sample; In addition, observation and documentary analysis were used as 

techniques, as well as interviewing, filing, and document analysis guide. Concluding that, 

since it is considered an alternative dispute resolution mechanism, it gives us a quick 

procedural discharge, and this exit should be taken into account as an alternative in order to 

give speed and momentum to the process and thus avoid delays; In this way, the figure of 

the Early Termination of the process is based on the procedural economy, establishing 

benefits for all the procedural parties and from the application in the intermediate stage, it 

would produce that the investigated are better informed regarding the alleged facts and 

reflected in the prosecution, verifying if this criterion of opportunity would be applied, since 

it would be a premium benefit to obtain a reduction in the penalty to be imposed, including 

negotiating civil reparation, this is a privilege for the investigated, since it can Obtained 

through early termination, but which is not usually applied since its application during the 

preparatory investigation and only before the prosecution is regulated in the law 

Keywords: Early termination, premium law, procedural burden, procedural economy. 
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I. INTRODUCCIÓN 

En la actualidad los procesos penales son conocidos o calificados como procesos 

especiales que sirven como una opción más a los acostumbrados y a su vez facilitan 

los procedimientos para casos determinados como suficiencia probatoria o flagrancia, 

es así que la terminación anticipada viene a ser un proceso penal especial y también 

una figura de simplificación procesal, sustentado en el principio de consenso. Además, 

es considerada como un exponente de la justicia penal negociada; en tanto, su 

regulación como principio fundamental se encuentra estipulada en forma suficiente en 

el Libro V, Sección V, Art. 468/471, del NCPP, cuyo fin es evitar se continúe con la 

investigación judicial y el juzgamiento si por medio está un acuerdo con el imputado, 

quien acepta los cargos, por lo que en primera instancia recibe el beneficio de la 

reducción del castigo en una sexta parte, todo aquello con el propósito de evitar un 

innecesario proceso. Es preciso indicar que,  el fiscal en este proceso adelanta su 

decisión acusatoria para llegar a un acuerdo sobre la pena y la reparación civil 

respectiva. Asimsmo, el Juez responsable de la investigación preparatoria, estudia la 

propuesta con el fin de examinar su sustento, verificar la legalidad y emitir de esta 

manera dento las 48 horas la sentencia sobre la base de estos acuerdos. 

El proceso inmediato se rige como una opción de celeridad procesal planteada por el 

Nuevo Código Penal, siendo uno de los procesos especiales que con algunas 

condiciones de manera específica disminuyen el trámite del modelo acusatorio, 

permitiendo que el fiscal procese la acusación en mérito a los elementos de convicción, 

atendiéndose además bajo el criterio de simplificación, con el fin de eludir la etapa de 

la investigación preparatoria, en la que sin necesidad de realizar audiencia puede 

formular el Ministerio Público la acusación en forma directa.   

Los trabajos de investigación referentes al tema analizado, son los siguientes: Araujo, 

S. (2017), en su investigación titulada: El proceso especial de Terminación Anticipada 

y los derechos fundamentales del procesado. (Tesis de Posgrado). Universidad César 

Vallejo. Lima. Perú. Concluye que el mencionado proceso, los cuales son aplicados 

por fiscales, los mismos que en diversos casos desconocen por ello omiten el juicio 

oral tal como lo prescribe la norma. Sin embargo, la norma es explícita y está muy bien 

concretada, por lo que el problema es quién lo aplica y cómo es aplicada, asimismo 
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Gálvez (2017), en su trabajo de investigación titulado: La terminación anticipada en 

el Nuevo Código Procesal Penal. (Tesis de Posgrado). Universidad Nacional Pedro 

Ruíz Gallo, concluye que el mencionado proceso respeta un importante principio 

denominado presunción de inocencia, de esta manera respeta el derecho a defensa, ya 

que va desde el inicio de las diligencias preliminares hasta el proceso de investigación 

preparatoria, y el imputado considerado inocente no se encuentra indefenso hasta la 

emisión de la resolución que se da por aprobada mediante un juez de I. P., ya que el 

imputado considera no tener compromiso en los hechos, por tal será sometido a 

incoación dicho proceso. En la legislación peruana, esta figura jurídica procesal se 

obtiene en AP. N° 05-2009/CJ-116, en razón al procedimiento jurídico del juicio de 

terminación anticipada; en el CPP, el motivo es que es aplicado para cualquier delito, 

sometiéndose a reglas y normas unitarias, pero en el NCPP reemplaza las disposiciones 

procesales penales especiales. Teniendo un claro ejemplo el tráfico ilícito de drogas, 

conforme a la Ley N° 26320 y al art. 2, siendo ello los procesos comprendidos en los 

arts. 296, 208, 300 y 301 del CP, relatan que alcanzaban finalizar anticipadamente, 

siempre y cuando sean comprendidos en las siguientes pautas: la iniciativa del 

Ministerio Público o el procesado que solicita al juez, ya sea al inicio de un proceso, 

antes que culmine el periodo de indagación o al plazo complementario. Esto puede 

ocurrir una sola vez, para una audiencia especial o privada. (Arbulú, 2015, p. 38) 

En el ámbito internacional, esta institución es conocida como pattegiamiento, de 

acuerdo a la legislación italiana regulada conforme al art. 444 del CPP italiano, al 

contraste del pleabandarining que es arreglo preliminar, donde el juez menciona que 

lo obtiene al recoger o denegar una petición de pena. Por ello, el pleabandarining del 

Derecho Anglosajón es la aceptación del inculpado respecto a los cargos que se le 

imputan, renunciando al derecho del litigio público. Por consiguiente, esta figura surge 

cuando un inculpado consigue un pacto con el fiscal, y así la pena al emplearse, esta 

renuncia al derecho de defensa en el juicio oral, a cambio de bajar una pena. Lo 

expuesto por el TC en el Exp, N.° 0855-2003-HC/TC, alude que T.A es un 

compromiso de la fiscalía y el procesado con recibimiento de culpabilidad o que lo 

enuncian, otorgándole al encausado la disminución de una pena. Entonces la T.A. es 

un acto donde se puntualiza la culminación de manera inmediata un proceso, 

interrumpiendo la etapa del juicio oral, por ello el juez celebra dicho acuerdo inter 
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partes. (Lobelo, 1993, p. 22), esto conlleva a las siguientes peculiaridades: Es única, 

porque es solicitada una vez en un proceso; es reservada, porque es audiencia especial 

y de ella restringida. Solo debe ser adquirida en el proceso de indagación, ya que es la 

resignación a etapa de juzgamiento. Por último, el juez lo afirma o deniega conforme 

al MP. (Cubas, 2006, p. 34), además se menciona en el CPP, artículos 446 y 447, que 

se puede hacer una petición ante el juez en una I.P.  Por otro lado, en cuanto al periodo 

para su respectiva aplicación, el CPP en el art. 468 inc. 1, prescribe que hay una posible 

incoación en el proceso de T. A., ya que es activada en la emisión por el fiscal y así 

continuar con la I.P., por lo cual, la norma es muy expresa y las partes pueden requerir 

el inicio del mencionado proceso hasta que llegue la sentencia del fiscal. Por 

consiguiente, al hacer la respectiva formulación de acusación esto impide al proceso 

tener alguna petición alguna, ya que en el mencionado artículo es muy expreso y no es 

admitido interrupciones distintas. 

Del párrafo anterior, se puede rescatar la problemática de nuestro tema de 

investigación, toda vez que el investigador no está de acuerdo en que este mecanismo 

de simplificación T.A., no se pueda incoar y/o aplicar en la etapa intermedia, pues la 

finalidad del proceso penal es que debe ser célere y reducir la carga procesal. Por ello, 

lo ideal es que finalmente se concluya el proceso penal de manera satisfactoria para 

todas partes, aclarando que, con esta figura jurídica procesal, no solo se verá beneficiar 

el imputado, sino el agraviado y el propio Estado; no obstante, en los distritos 

judiciales fue verificado que la práctica de permitir un inicio en T.A., durante la E.I., 

luego de ser formulada la acusación por un fiscal, la praxis es mantenida a pesar de 

estar contemplada y dada inadmisible en el A.C. N° 05-2009/CJ-116. En razón del 

Exp. N° 1319-2008, consideran que la T.A., y el principio de oportunidad, narran que, 

si un despacho posee una opinión por una acusación fiscal y este no sea objeto por el 

control judicial, entre una audiencia preliminar, es posible dar inicio a una T.A., ya 

que en ese momento no se podrá determinar si una acusación penal congregue o no 

dichos requisitos que son forma y fondo y obtener una justificación para el traslado a 

una etapa de juicio (Reyna, 2014, p. 16). La restricción en su aplicación ha causado 

malestar, principalmente es operado por fiscales en aquellos distritos judiciales en los 

que son vigentes el NCPP y en cierto sector un método nacional, sin embargo, una 

parte de la doctrina no está conforme con la ampliación perentoria, ya que el CPP 
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estipula los límites de comienzo del procedimiento y hasta que periodo se puede 

solicitar la T.A. Asimismo, señala que la posición criticada al plazo que se le debe 

otorgar a T.A., para poder ser iniciada en la E.T., ocasiona un contexto de iniquidad 

material que inclusive logra trascender de manera perniciosa para el propósito legal 

que oprime a T.A., haciendo menos provocador el refugio del inculpado durante la I. 

P., y más atractivo en la E.I., como fue dada a favor de una posibilidad de brindar 

inicio en la T.A., una acusación conlleva a la siguiente lógica: el Art. 350 del CPP en 

su literal, afirma que hay un periodo de 10 días., después de haber sido notificada la 

acusación al fiscal, pueden instar una ampliación si en caso fuere necesario, dado el 

criterio a oportunidad, es decir, se postula la posibilidad de solicitar T.A. en el periodo 

de E. I., a pesar a ser rechazada constituye un criterio de oportunidad. (Taboada, 2013, 

p. 34), la T.A., es un razonamiento de conformidad que hace una excepción al principio 

de legalidad, lo cual disminuye la pena, ello no coexiste un dilema o algún perjuicio 

para poder solicitar el principio del mencionado proceso después de haber sido 

formulada una acusación fiscal, al respecto existe un desorden en la regulación de 

audiencias preliminares en la E.I., se consigue aplicar una razonabilidad de 

oportunidad, analizando la norma de T. A., si es factible en la etapa común, para ello, 

el principio o el criterio de oportunidad está prescrito en el art. 2 del CPP, tal error es 

un antecedente prescrito en el art. 220 del CPP. (Neyra, 2010, p. 56), analiza y 

desarrolla la T.A. en su contenido general, advirtiendo que el referido Acuerdo 

Plenario desarrolla en su naturaleza jurídica el tratamiento legal que le brinda, 

beneficios, recursos, T. A., y E. I., siendo este último el enunciado por el cual el 

investigador trata de llevarlo hasta dicha etapa, ya que la esencia es el beneficio 

procesal hacia todos los sujetos procesales que intervienen.  

Los componentes designados a procesos especiales del CPP, generaron revolución de 

preeminencia en procedimientos verificados en el Perú, ya que el fiscal no recurre a la 

acusación, a pesar de haber encontrado elementos de convicción, empleando la aptitud 

concedida a ley, que debe estar conforme a las condiciones de norma específica 

planteada, las diligencias de los componentes alternos de solución de problemas 

punitivos, instituyen instrumentales específicos de preeminencia, porque acceden a 

disminución del decreto punitivo con la subvención activa del inculpado, lo cual 

impide los instrumentos dañinos de prisión, ennobleciendo la pronta compensación de 
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víctima y descarga procesal ya que los dispositivos de reducción procesal, admiten un 

juicio penal para así poder acelerar los procesos y por ende ser eficaz. Por último, sin 

recelo a errores, nos vale afirmar que se debe estar en una base para entender el NCPP, 

recogido este planteamiento de diferentes normas, siendo aprobada por el DL N° 957, 

fue preciso en razón a los roles de los sujetos procesales, entre ellos las funciones del 

Fiscal, facultándole poder proponer y arribar al modo de la T. A., de tal manera que 

sea formal y válido. Respeto a las teorías relacionadas al tema de investigación, 

tenemos los siguientes comentarios sobre la doctrina, la T.A., es una elección de 

culminación al proceso antes de llegar al juzgamiento, involucrando un deterioro en 

cuanto a la administración de justicia, a pesar de que el autor propone la doctrina que 

sea conveniente para salir a generalizar un método de justicia. (Doing, 2995, p. 33), es 

importante el reglamento norteamericano, pero no está definido en el CPP, sino que 

conlleva al CP a dialogar el CPP norteamericano, estimulado por actores económicos 

y en naciones muy desarrolladas. (Reyna, 2009, p. 35), por lo que se deduce que el 

fiscal, imputado, el juez de I. P., y la víctima, son partes intervenidas en un proceso, 

de ellos, el fiscal se encuentra en la facultad de dar órdenes a las fuerzas policiales y 

ellos ejercen sus cargos objetivamente. (Gardey, 2012, p. 35). Por otro lado, el 

imputado es el sujeto fundamental en correspondencia procesal, a quién conmueve la 

petición legal derivada del proceso, condicionando que el inicio del proceso sea 

conveniente para el individuo, con la intención de instaurar el tiempo en que obtiene 

ejercitar el derecho a defensa.  

El Juez da a entender y obtiene todo tipo de sucesos que las partes de una I.P., le 

proyecten en E.I., el juez ya conoce tal caso, sin embargo, el fiscal y el abogado 

defensor comprenden más sobre el caso, y pueden ofrecer sus medios probatorios, de 

esta manera el juez adquiere más conocimiento y puede dar por admisible o 

inadmisible dicho proceso, por su parte la T.A., es un asunto penal específico que 

instituye un modo de reducción legal, comparando la opinión de los autores 

anteriormente mencionados. Si bien el inculpado poseerá una pena cualquiera, el favor 

de su incumplimiento y por sobrepasar un pacto con el fiscal, fundamenta que se le 

atribuya una pena realmente considerable, menor que la que recogería en caso de haber 

emanado un dictamen condenatorio en la vía normal del mencionado proceso. (Neyra, 

2010, p. 44), la esencia de la terminación anticipada es un mecanismo simplificado de 
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culminación del proceso penal, en el cual los únicos beneficiados son el Estado y el 

imputado, salvaguardándose así, la celeridad y economía procesal, claro está sin 

vulnerar el debido proceso y sus vertientes respecto a los derechos constitucionales. Si 

el razonamiento es desde esa perspectiva beneficiosa, también podría solicitarse y 

aplicar en la etapa intermedia, es decir, dentro de los días hábiles instarse no solo el 

Principio de Oportunidad, también la Terminación Anticipada.  

El NCPP puntualiza al DP, restaurar una oposición al DP condenador y a una equidad 

componedora delante una justicia productiva. Actualmente, un DP que solucione 

dilemas mediante opciones de procedimientos inter partes con la proposición de 

procedimientos contiguos en el marco normativo, venerando los derechos y cauciones 

inherentes a las partes implicadas. (Rosas, 2011, p. 33), respecto a la inspección de 

legalidad del acuerdo de T.A., el Exp. 0038-2010 fue establecida conforme al art. 468 

del CPP, la misma que relata que incumbe efectuar la evaluación legal del hecho a 

inculpar, en otras palabras, estipular si los sucesos manifestados son incluidos en el 

tipo penal; sin embargo, la pena de ofrecimiento debe operarse dentro de los marcos 

legales, teniendo en consideración el 6. ° de una pena. Conforme a la reparación civil, 

el ofrecimiento del MP y las partes deben estar conforme al acto de las inter partes, si 

los derechos patrimoniales son disponibles, es competente finiquitar y dar un visto 

bueno en reparación civil. Por consiguiente, la oportuna apreciación jurídica del hecho 

punible, tal como lo es la razonabilidad de una pena, incumbe afirmar la T.A., 

planteado por los dominados procesales, prescritos el art. 468 n° 6 del CPP. El Exp. 

073-2010-44-1001-JR-PE-03, instaura la inspección de legalidad por el juez y es 

expresada por 3 características: El modo de tipicidad o valuación jurídica penal, en 

correspondencia a los actos objetos de origen y a los contextos que encierran el acto. 

El modo de legalidad de una pena y en razón a la correspondencia con medidas 

mínimas y máximas que surgen de la pena elemental. El proceso de legalidad 

alcanzado por los ámbitos legítimamente determinados del resarcimiento civil. En otro 

orden, el discernimiento de jurisprudencia del Exp. 073-2010-44-1001-JR-PE-03, 

estipula la pluralidad de imputados, el cual es establecido por parte del juez de I.P., 

quien va a aprobar conforme al art. 469 de CPP, si la falta cometida es referida a delitos 

y estos guardan relación con los imputados, siempre y cuando esté perjudicando la 

investigación, de esta manera, algunos casos de pluralidad de inculpados llegan a un 
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acuerdo parcial, se estaría denominando fuera del lugar, porque un hecho mismo no 

obtiene atribución cierta y apto por la T.A., por el efecto de una actuación probatoria 

ante un juicio; tal situación transgrede la presunción de inocencia del inculpado, que 

no está participado de tal acuerdo, sin embargo, puede estar perjudicando las 

confesiones de los que admiten tal acuerdo, si un acto que valió de base para la condena 

de los dictados que admitieron la T.A., estuviese impugnable para el inculpado que no 

participo del juicio especial. En la misma resolución se exterioriza que la T.A., en caso 

de acopio objetivo o subjetivo puede exhibir los subsiguientes casos: Convenio total 

(los inculpados admiten el pacto inculpado). Convenio parcial (cuando uno de los 

inculpados no contribuye en la audiencia de T.A., por cualquier motivo), este 

terminante no demuestra la conformidad del convenio de T.A. 

El presente trabajo ha generado en el investigador, la siguiente interrogante: ¿De qué 

manera influiría la aplicación del proceso especial de Terminación Anticipada en la 

etapa intermedia?, ya que posee una justificación a nivel conveniencia, porque 

permitió conocer de qué manera la aplicación de la incoación de la terminación 

anticipada, como proceso especial, en la etapa intermedia, beneficiará a los sujetos 

procesales, por cuanto en dicha etapa se culminaría el proceso penal, a nivel valor 

teórico, se encontró que el mecanismo de simplificación procesal permite ser más 

célere y económico al proceso penal, ello en virtud de la gran carga procesal que existe 

en nuestro país, por lo que se reduciría la misma, beneficiando tanto al imputado, 

agraviado y al Estado, lo cual involucra al Ministerio Público y órgano jurisdiccional, 

asimismo, a nivel implicancia práctica, buscó describir la realidad actual sobre la 

necesidad de aplicar la incoación de la terminación anticipada en la audiencia de 

control de acusación, lo cual permitirá tanto al órgano jurisdiccional y al Ministerio 

Público, terminar los procesos a través de una reducción de pena y con el pago de una 

reparación civil y a nivel utilidad metodológica, se desarrolló de acuerdo a las normas 

y criterios metodológicos para el recojo de información científica, para ello las técnicas 

e instrumentos cumplieron con los requisitos de validez y de confiabilidad, que 

generaron impactos positivos y negativos que fueron clave para el desarrollo del 

estudio, permitiendo tener mayor alcance en nuestra labor como investigadores al 

plantearnos estrategias adecuadas de acuerdo al problema de investigación. En cuanto 

a la relevancia social, los resultados del estudio beneficiarán a la comunidad jurídica 
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y a la propia población, estos últimos conocen muy poco sobre esta figura jurídica 

procesal, que permite simplificar el proceso penal en una etapa donde comúnmente 

todos los casos pasan a juicio oral. Resulta lógico que la población en general lo 

conozca para evitar que este beneficio premial llegue al entendimiento de la población 

con una sensación de impunidad, también implica sanción punitiva, pero con una 

mínima reducción.  

El presente trabajo de investigación, tiene como objetivo general: Determinar si es 

aplicable la Terminación Anticipada en la etapa intermedia, como objetivos 

específicos los siguientes: Identificar la existencia de Jurisprudencia y Acuerdos 

Plenarios sobre la aplicación de la terminación anticipada en la etapa intermedia. 

Analizar sin con la aplicación de la terminación anticipada en la etapa intermedia se 

hacen efectivos los principios de economía y celeridad procesal y Verificar si es 

factible o no la aplicación del proceso especial de terminación anticipada antes de 

oralizar la acusación fiscal.  

De lo antes expuesto, surge en el investigador la posible solución al problema: Sí, es 

factible la aplicación de la terminación anticipada en etapa intermedia, pues hace 

efectivos los principios de economía y celeridad procesal, entonces, es necesaria una 

propuesta legislativa para la procedencia de la incoación de la aplicación de la 

Terminación Anticipada en dicha etapa.  
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II. MÉTODO 

2.1. Tipo y diseño de investigación 

Tipo de investigación 

El presente estudio es de tipo básico jurídico enmarcado en el diseño de teoría 

fundamentada, dado que, gracias a la revisión de los medios documentales y el 

análisis del marco legal, se demostró los supuestos en la hipótesis planteada, 

siendo contrastados con la información recopilada en el campo empírico. 

El Diseño de Investigación es Cualitativo, por lo que las variables y los 

resultados fueron analizados e interpretados en sus cualidades, a través del análisis 

documental, sin utilizar la estadística para su interpretación, por el contrario, se 

utilizó el método hermenéutico para interpretar los resultados. 

La investigación se llevó a cabo bajo la orientación cualitativa, porque posibilita 

presentar el problema de investigación tal cual se presenta en la realidad, sin la 

medición estadística y solo se describen la cualidades y características de la 

realidad problemática.  

El diseño a seguir fue no experimental, ya que fue requerido de métodos y así fue 

empleado la recolección de datos. Por consiguiente, esta indagación describe la 

indagación de un estudio 

2.2. Escenario de estudio  

Esta investigación se ha perfeccionado basándose en las ilustraciones a nivel 

nacional e internacional, acuerdos plenarios y jurisprudencia, sobre T.A. 

2.3. Participantes 

No se creyó conveniente la intervención de participantes, ya que investigación se 

ha realizado desde de una perspectiva nacional, a través de la recopilación de datos 

bibliográficos de doctrinarios y jurisconsultos. 
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2.4. Técnicas e Instrumentos de recolección de datos 

Para el proceso de recolección de datos se empleó entrevistas, observaciones, 

estudios profundos para adquirir una meta planteada. (Fernández, 2014, p. 34) 

Análisis documental 

Según Quintana (2006), saber el origen de un problema de investigación, ya sea 

personal, grupal, institucional, informal o formal, es importante; por ello, fue 

posible obtener un estudio valioso, con la finalidad de alcanzar un enfoque en los 

dilemas cotidianos y la reacción de los individuos. 

2.5 Procedimiento 

El procedimiento se realizó mediante los siguientes métodos: 

 Método Analítico 

Se utilizó para analizar la realidad, debido al problema de la presente 

investigación. 

Método Descriptivo - Explicativo 

Se usó porque busca exponer las características de un determinado problema, 

carencia debilidades, para luego darle un estudio científico en busca de 

soluciones. 

Método de Síntesis 

Permitió realizar un enfoque real, objetivo concreto y sistematizado de todo el 

bagaje de información recopilada, para luego materializarlo en conclusiones. 

2.6. Método de análisis de información 

Se aplicó el Hermenéutico, método propio del Derecho, con la finalidad de 

interpretar los resultados y extraer los criterios sobre la concentración de la T.A., 

en la etapa acusatoria (propuesta legislativa). La recolección de datos radicada en 

la entrevista y análisis documental. Exploración de datos procedente a valuación 

de la investigación. Constituir datos eficaces para el trabajo. Por último, la 

clasificación referente a temas relacionados a la investigación. 
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2.7. Aspectos éticos 

En investigación se respetó los derechos de autor y las fuentes bibliográficas 

empleadas. Por consiguiente, fue establecido conforme a la normativa de la 

universidad y siguiendo las pautas APA. 
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III. RESULTADOS 

Para efectos de perfeccionamiento de la presente investigación se ha realizado el 

examen de fuentes documentales para ahondar y complementar el trabajo. En este 

instrumento, hemos usado como referencia las obras doctrinarias y legislación interna 

sobre el tema, así como alzamientos de la CSJ peruana, a través de los acuerdos 

plenarios que estos emiten, los cuales coadyuvan a dilucidar los objetivos planteados, 

en razón de ello, iniciamos el desarrollo de los mismos. 

Para el análisis de los objetivos materia de estudio se ha utilizado el análisis ideográfico, 

el resultado, a través de la doctrina y jurisprudencia es que no existe un criterio uniforme 

acorde a la procedencia de incoación de la T.A. en etapa acusatoria, específicamente 

dentro de la audiencia de inspección de acusación.  

El objetivo general: Determinar si es aplicable la terminación anticipada de proceso en 

la etapa intermedia 

Un sector comparte su posición, referente a que se permita su incoación en etapa 

intermedia, específicamente en la audiencia de inspección de acusación, Luis Miguel 

Reyna Alfaro, está de acuerdo en que la T.A., se inste en la audiencia de control de 

juzgamiento, por su parte Avalo Rodríguez, no está de acuerdo con la ampliación que 

se pudiere otorgar a este proceso especial o también llamado mecanismo de 

simplificación procesal, estipulado el proceso penal peruano. 

Mediante la T.A, la fuente da ultimato en la fase de I.P, cuando el incriminado y el Fiscal 

alcanzan un acuerdo de la pena y la reparación civil, la cual es aceptada mediante un 

dictamen anticipado, conforme al CPP que accede su concentración para cualquier 

delito. (Talavera, 2004, p. 105) 

El Magistrado señala que este mecanismo procesal, el cual simplifica el proceso penal, 

tiene amplitud para su incoación o procedencia para todos los delitos, lo que permite 

una mayor celeridad dentro del proceso penal y una reducción en la carga procesal, por 

lo mismo, no existe limite respecto a los delitos contemplados en nuestro ordenamiento 

jurídico penal. 
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El derecho a juicio oral es denegar bajo definitivos contextos, sucede cuando un acusado 

muestra una aprobación con la forma abreviada, ya que para su efecto es necesaria una 

sentencia que sea fundada en los actos de acusación. 

Lo que se permite con este procedimiento especial es que el procesado evite ir a juicio 

oral y el tiempo que le espera al momento de estar presente en una audiencia, donde 

posiblemente lo puedan condenar, es decir, es importante que la manifestación de 

consentimiento del procesado sea indubitable, a fin de que tenga el beneficio premiar 

sin ambigüedades ni confusiones.   

Por consiguiente, se ilumina el carácter positivista, que es la asistencia de mutuales 

concesiones en acusación y defensa, lo cual es sostenido por el inculpado que evita la 

publicidad negativa ante un juicio oral y el pronunciamiento de una condena y 

casualmente una experiencia en la cárcel, claro está que si la pena permita que el 

magistrado le imponga una pena suspendida; sobre todo que el régimen de justicia 

obtenga una notable desvalorización de litigios penales, ello se ejecuta en un mínimo 

periodo, y se reduce la población penitenciaria. (Masle, 2005, p. 506)  

Por otro lado, en palabras de Reyes (2004), ha sentado su perspectiva en una resolución 

formulada a la Sala Penal de Apelaciones, ya que este pacto definitivo obtiene la 

disminución y expresa en calidad y cantidad de pena, vale decir efectiva o condicional. 

Siendo un periodo de prueba y por ello una reparación civil; asimismo, el juez empleará 

el principio de razonabilidad (p.5). Por tal motivo es inapelable para las partes, ya que 

espontáneamente y con garantías dieron tal conformidad. 

Objetivo específico: Identificar la existencia de Acuerdos Plenarios y jurisprudencia 

relacionada con la aplicación o no de la terminación anticipada en la etapa intermedia 

El proceso especial de T.A, fue examinado en su oportunidad por los Jueces Supremos 

en el Acuerdo Plenario n.° 05-2009/CJ-116, se consideró que la T.A, y el principio a 

oportunidad, narran que si un despacho posee una opinión, ya sea por una acusación 

fiscal y este no sea objeto de control judicial, entre a una audiencia preliminar, es posible 

dar inicio a una T.A, ya que en ese momento no se podrá determinar si esa acusación 

penal reúna o no dichos requisitos y obtenga una justificación para el traslado a una 

etapa de juicio (Reyna, 2014, p. 16). La restricción en su aplicación ha causado malestar, 
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primordialmente es operado por fiscales en aquellos distritos judiciales en los que son 

vigentes el NCPP y en cierto sector un método nacional. 

Sin embargo, el Juez Supremo en lo Penal, menciona que es un razonamiento de 

conformidad que hace una excepción al principio de legalidad, disminuyendo una pena, 

siendo ello no coexiste dilema o algún perjuicio para poder solicitar el principio del 

mencionado proceso y posterior de haber sido formulada una acusación fiscal. Al 

respecto existe un desorden en regulación de audiencias preliminares en la E. I., que 

señalada que se consigue aplicar una razonabilidad de oportunidad, analizando la norma 

de T.A, si es factible en la etapa común, pero a ello el principio o el criterio de 

oportunidad está prescrito en el art. 2 del CPP, tal error es un antecedente prescrito en 

el art. 220 del CPP. (Neyra, 2010, p. 56). Tal es A. C. N° 05-2009/CJ-116, analiza y 

desarrolla la T.A., en su contenido general, advirtiendo que el referido Acuerdo Plenario 

desarrolla en su naturaleza jurídica el tratamiento legal que le brinda CPP, beneficios, 

recursos, T.A., y E.I., siendo este último por el cual el investigador trata de llevarlo hasta 

dicha etapa, ya que la esencia es el beneficio procesal hacia todos los sujetos procesales 

que intervienen. 

Objetivo específico: Analizar si con la aplicación de la terminación anticipada en etapa 

intermedia se hacen efectivos los principios de economía y celeridad procesal 

El principio elemental de la celeridad procesal, constituye a un debido proceso, sin 

ninguna dilación injustificada, lo cual implica que es razonable entre la velocidad del 

proceso y derecho a defensa. (Stc: C-699/00 de la Corte Constitucional de Colombia) 

Es el MP quien debe efectuar la celeridad procesal, ya que ahí se inicia el proceso y será 

quien define si sigue o no y, esto es indudable, porque nuestro sistema fiscal es el 

primordial órgano solicitante del PJ. 

Es evidente que lo que debe caracterizar en nuestro sistema fiscal, garantista y 

adversarial es la celeridad y la reducción en la economía procesal, ello evidentemente 

no involucraría impunidad alguna; por cuanto en este mecanismo de simplificación 

procesal deben de estar de acuerdo tanto el imputado, parte agraviada y Fiscalía, por lo 

tanto, lo único que va a configurarse son las aristas más importantes de este modelo 

procesal penal. Ríos (2006), indica que en el NCPP coexiste la celeridad de procesos 
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que es relacionada con el derecho de defensa y tutela efectiva en la I.P, produciéndose 

desde el momento en el que un juez tiene conocimiento de la existencia del 

requerimiento fiscal. (p. 45) 

 Se demuestra la celeridad en el procedimiento del proceso especial de T.A., por la 

condición de preso preventivo del incriminado, ya que en estos condicionales se obtiene 

la renuncia a los plazos favorables; se produce una ampliación en la E.I, por inasistencia 

del abogado o la del fiscal a la audiencia de control. Se debe enfatizar que la 

continuación en la etapa de acusación, se debe al lapso de tiempo que transcurrió para 

la realización de la audiencia de juicio oral. Para el año 2007, los juzgados colegiados 

tenían una agenda sobre recargada por el procedimiento de los procesos. Este es un 

proceso digno de destacar, si tomamos en cuenta que se desarrolló durante el año 2007, 

a menos de un año de la aplicación del CPP. 

Objetivo específico: Verificar si es factible o no la aplicación de la terminación 

anticipada antes de oralizar la acusación fiscal  

Nuestro sistema procesal es garantista de carácter adversarial, teniendo como pilares 

fundamentales los principios de oralidad y contradicción; la presente tesis pretende 

demostrar que sí es factible antes de oralizar la imputación fiscal, y en E.I. la 

concentración del proceso de T.A, mientras no se haya oralizado la acusación fiscal en 

su integridad. 

El Pleno jurisdiccional distrital en materia penal 2018, realizado por la CSJ de Ancash, 

concluyó por mayoría que, sí es procedente aplicar la T.A. en E. I., inicialmente al 

oralizar la imputación fiscal, pues el fin de la T.A. es impedir etapas y audiencias 

redundantes; además, debe tenerse en cuenta la carga procesal que confrontan las 

fiscalías y juzgados en todo el país. En definitiva, se proscribe la aplicación de una T.A., 

pero si la fase oral no se hace efectiva, la acusación aún no encuentra sus efectos y 

desarrollo, por tanto, es recomendable y factible incoar la T.A. antes de la oralización 

de la acusación fiscal.   
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IV. DISCUSIÓN 

Se determinó a través de la técnica de guía documental, teniendo en cuenta que la 

presente tesis tiene un enfoque cualitativo transversal, es decir, que a través de las 

variables se llegó a la conclusión de una propuesta legislativa, respecto al proceso 

especial de T.A. como dispositivo de reducción procesal en su aplicación en la E. I. y 

específicamente en audiencia de control de acusación, no obstante, el AC 5-2009/CJ-

116 precisa lo contrario, ello no limita de que se pueda instar en una audiencia de 

control, donde el filtro constitucional está latente a fin de verificar no solo la legalidad 

de la imputación penal, sino la configuración de algún mecanismo alternativo de 

simplificación procesal, siendo que solo está permitida la aplicación del principio de 

oportunidad. 

Debemos dejar en claro que nada impide o dificulta que el proceso especial de T.A, se 

incoe en la audiencia de control de acusación, si bien es cierto puede resultar imprudente 

o negligente la conducta del acusado al tomar la decisión cuando comienza la etapa 

intermedia; sin embargo; dicha conducta puede resultar incluso confusa, toda vez que 

es muy probable que el imputado nunca haya sido notificado por diferentes motivos, 

con disposiciones o requerimientos previos, incluso con el requerimiento acusatorio, 

este último evidentemente es probabilístico. 

Según el 3° Juzgado Penal de I.P. de Trujillo, en el Exp. 3356-2011-43, el magistrado 

Dr. Giammpol Taboada Pilco, estipula la pluralidad de imputados que es establecido 

por parte del juez de I.P., quien va a aprobar acorde al art. 469 del CPP, si la falta de 

acuerdo es referida a delitos que sean conexos o correlación con los imputados; siempre 

y cuando esté perjudicando la investigación. Siendo así algunos casos de pluralidad de 

inculpados que llegan a un acuerdo que sea parcial, se estaría denominando fuera del 

lugar, porque un hecho mismo no obtiene atribución por la T.A. o la no aprobado por el 

efecto de una actuación probatoria ante un juicio. 

Sin embargo, una parte de la doctrina no está conforme con la ampliación perentoria, ya 

que el CPP estipula los límites de comienzo del procedimiento y hasta que periodo se 

puede solicitar la T.A, asimismo, señala que la posición criticada al plazo que se le debe 

otorgar a T.A. para poder ser incoada en la E.T, ocasiona un contexto de iniquidad 

material que inclusive logra trascender para el propósito de chispazo legal que oprime a 
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T.A, formando menos provocador el refugio del inculpado durante la I.P y más atractivo 

durante la E.I, se puede decir que como fue dado a favor de una posibilidad de dar inicio 

en la T.A, luego de ser anunciada una acusación conlleva a una siguiente lógica: el Art. 

350 del CPP, en su literal conlleva a que hay un periodo de 10 días después de haber 

sido notificada la acusación fiscal, pues adquieren instar una aplicación si en caso fuere 

necesario, dado el criterio de oportunidad, es decir, el autor postula la posibilidad de 

solicitar T.A. en el periodo de E.I, ya que a pesar a ser rechazada constituye un criterio 

de oportunidad. (Taboada, 2013, p. 34) 

En definitiva, queda muy claro que no existe impedimento legal para que la terminación 

anticipada pueda instarse o solicitarse al momento que empieza la etapa intermedia, 

entiéndase éste al momento del requerimiento acusatorio para luego correrle traslado a 

los sujetos procesales en el plazo de 10 días hábiles. 

Sin embargo, en los distritos judiciales, fue verificado que la práctica al permitir un 

inicio en T.A. durante la E.I., luego de ser formulado la acusación por un fiscal, la praxis 

es mantenida a pesar de que esté contemplada y fue dada inadmisible en el A.C. N° 05-

2009/CJ-116, a razón del Exp. N° 1319-2008, se consideró que la T.A. y el principio de 

oportunidad, que narran, que si un despacho posee una opinión ya sea por una acusación 

fiscal y este no sea objeto por el control judicial, entre una audiencia preliminar, es 

posible dar inicio a una T.A, ya que en ese momento no se podrá determinar si en esa 

acusación penal se congregue o no dichos requisitos y obtenga una justificación para el 

traslado a una etapa de juicio (Reyna, 2014, p. 16). La restricción en su aplicación ha 

causado malestar, principalmente en fiscales y en aquellos distritos judiciales en los que 

son vigentes el NCPP y en cierto sector un método nacional.  

La interpretación normativa contenida en los acuerdos plenarios penales 

emitidos anualmente por las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia, tienen la 

naturaleza jurídica de ser doctrina, por tanto su fuerza es persuasiva e ilustrativa, más 

no vinculante u obligatoria para la judicatura nacional, en la medida que no son 

ejecutorias supremas, como lo exigen los artículos 22º y 116º de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial, no son resoluciones emitidas para resolver un recurso impugnatorio 

derivado de un caso penal. 
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Sin embargo, el investigador, a pesar de que haya disconformidad con la jurisprudencia 

en el ámbito de la Corte Suprema y de la doctrina, está de acuerdo con la aplicación del 

proceso de terminación anticipada al comenzar la etapa intermedia o también 

denominada acusatoria. 

En nuestra legislación, respecto a esta figura jurídica procesal se tiene el AP. N° 05-

2009/CJ-116, en razón al procedimiento jurídico del juicio de terminación anticipada en 

el CPP, el motivo es que es aplicado para cualquier delito en general, sometiéndose a 

reglas y normas unitarias, pero en el NCPP, reemplaza las disposiciones procesales 

penales especiales. 
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V. CONCLUSIONES 

5.1. Existe disconformidad por parte de los jueces Supremos al emitir acuerdos 

plenarios, así como decisiones de los juzgados de menor jerarquía, juntamente con 

los doctrinarios especialistas en esta rama del derecho, respecto a la aplicación de 

la incoación de la terminación anticipada en la etapa intermedia.  

 

5.2. Es preciso indicar los logros y beneficios que se podrían llegar a obtener con la 

aplicación de la terminación anticipada en la etapa intermedia, ayudaría en gran 

parte, ya que, en esencia, lo que permitiría es la descarga procesal, problema que 

vienen sufriendo los Juzgados Penales a nivel nacional y en muchos de los cuales 

se dificulta su aplicación producto de la poca claridad que se tiene en etapa 

preparatoria, respecto de la imputación recaída en la persona del investigado. 

 

5.3. A partir de su aplicación en etapa intermedia, produciría que los investigados se 

encuentren mejor informados respecto de los hechos imputados y plasmados en la 

acusación fiscal, verificando si se aplicaría dicho criterio de oportunidad, pues 

sería un beneficio premial el obtener una reducción en la pena a imponer, incluso 

el negociar la reparación civil, esto es un privilegio para el investigado, ya que lo 

puede obtener por intermedio de la terminación anticipada, pero que no suele 

aplicarse pues está regulada en la norma su aplicación durante la investigación 

preparatoria y solo hasta antes de la acusación fiscal; siendo que antes de la 

acusación fiscal no se tiene un claro conocimiento de los hechos imputados, la 

pena a imponer, mucho menos la reparación civil solicitada, por cuanto aún se 

vienen realizando actos de investigación encaminados a la acreditación del hecho 

punible y su vinculación con el imputado.  

 

5.4. Siendo un principio básico y fundamental en este nuevo sistema procesal, mientras 

no se oralice la acusación fiscal se puede incoar esta alternativa de conflictos, pese 

a posiciones en contra. 
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VI. RECOMENDACIONES 

6.1. Al Congreso de la República, realizar la propuesta legislativa de incorporar en los 

numerales del art. 350, la incoación de la terminación anticipada al inicio de la 

etapa acusatoria o intermedia, así como ampliar el dispositivo legal de los arts. 

468 y 471, respecto a este mecanismo alternativo de simplificación procesal, a fin 

de que sean más céleres y con menor reducción de carga procesal, para proteger 

la economía procesal del Estado, teniendo en cuenta que esta figura jurídica 

procesal en ningún extremo genera impunidad.  

 

6.2. A los jueces de investigación preparatoria que en la audiencia de control de 

acusación, permitan la incoación de la terminación anticipada, de acuerdo a las 

doctrinas y jurisprudencias contempladas en la presente investigación, así como 

realizar el análisis desde una perspectiva constitucional, permitiendo entrar en la 

discusión como cuestión previa al iniciarse la audiencia de control de acusación, 

la aplicación de la incoación de la terminación anticipada en la referida audiencia. 

 

6.3. A los abogados litigantes, no limitarse a instar este mecanismo de simplificación 

procesal, no solo al momento del plazo de 10 días hábiles del requerimiento 

acusatorio, sino en la misma audiencia de control de acusación, a fin de que el 

juez de garantías, discuta si es factible o no la referida aplicación de esta figura 

jurídica de carácter premial.  

 

6.4. A los Magistrados de la Corte Suprema, reunirse con el propósito de unificar 

criterios respecto a la aplicación de la incoación de la terminación anticipada al 

inicio de la etapa intermedia, a fin de que no haya posteriormente ambigüedades, 

confusiones o vacíos que afecten el curso del proceso penal.  
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Matriz de Consistencia 

Título: Aplicación de la terminación anticipada en la etapa acusatoria: propuesta legislativa 

FORMULACIÓN DEL 

PROBLEMA 

OBJETIVOS HIPÓTESIS TÉCNICA E 

INSTRUMENTOS  

VARIABLES 

Problema general 

 

¿Se puede aplicar la terminación 

anticipada de proceso en la etapa 

intermedia? 

 

Problemas específicos 

 

¿Existe jurisprudencia o acuerdos 

plenarios que expliquen sobre la 

aplicación o no de la terminación 

anticipada en la etapa intermedia? 

¿Con la aplicación de la 

terminación anticipada en etapa 

intermedia se hacen efectivos los 

principios de economía y celeridad 

procesal? 

¿Es factible o no a aplicación de 

la terminación anticipada antes de 

oralizar la acusación fiscal? 

Objetivo general 

 

Determinar si es aplicable la 

terminación anticipada de 

proceso en la etapa intermedia. 

 

Objetivos específicos 

 

-Identificar la existencia de 

jurisprudencia o acuerdos 

plenarios sobre la aplicación o no 

de la terminación anticipada en la 

etapa intermedia.  

-Analizar si con la aplicación de 

la terminación anticipada en 

etapa intermedia se hacen 

efectivos los principios de 

economía y celeridad procesal. 

-Verificar si es factible o no la 

aplicación de la terminación 

anticipada antes de oralizar la 

acusación fiscal.  

Hipótesis general 

 

Sí, es factible la 

aplicación de la 

Terminación 

Anticipada en la etapa 

intermedia; entonces, 

es necesaria una 

propuesta legislativa 

para la procedencia de 

la aplicación de la 

Terminación 

Anticipada en la etapa 

intermedia. 

 

Técnica 

 

El análisis de documentos: 

Acuerdo Plenario N°05-2009; 

Ley N°28008, Ley 26320, 

Pleno en materia penal de 

Ancash; información extraída 

de las fuentes primarias y de 

fuentes secundarias.  

 

Instrumentos 

Guía de análisis documental, 

dado que el análisis y estudio 

de diversos documentos que 

contienen información 

valiosa. 

 

 

 

1.- Terminación 

Anticipada. 

Requisitos y 

Efectos. 

2.- Etapa 

intermedia. 

Proceso 

inmediato y 

proceso común. 
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Instrumento de recolección de datos 

 

Fichas Bibliográficas para citar autores de tesis, tesinas en la especialidad 

 

Ficha Bibliográfica utilizada para citar autores de libros 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

 

GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

MEDIO TÉCNICO DE 

DEFENSA 
VÍA ESPECÍFICA 

  

 . 

ANÁLISIS CRÍTICO EN RELACIÓN A LA PRISIÓN PREVENTIVA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

Imputación Necesaria/ Tutela de Derecho 

Doctrina  

Jurisprudencia 
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Validación de instrumentos 

  

 

 

 

 



 

29 
 

 

 

 



 

30 
 

 


